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1. INTRODUCCIÓN
[bookmark: _Hlk225931306]La soberanía fiscal constituye una manifestación esencial de la capacidad de autodeterminación del Estado dentro del constitucionalismo contemporáneo, al comprender la facultad de adoptar decisiones sobre ingresos públicos, gasto, tributación y financiamiento. Sin embargo, la creciente interdependencia económica y financiera ha transformado las condiciones bajo las cuales esta potestad se ejerce. En consecuencia, la soberanía fiscal no puede entenderse únicamente como la titularidad formal de competencias tributarias y financieras, sino también como la capacidad efectiva del Estado para ejercerlas dentro de escenarios condicionados por factores económicos y financieros externos.
En el caso ecuatoriano, esta tensión se evidencia en la coexistencia entre una potestad tributaria constitucionalmente reconocida y las obligaciones derivadas del endeudamiento público, la sostenibilidad fiscal y los compromisos financieros internacionales. El problema central consiste en determinar hasta qué punto la autonomía jurídica para definir políticas fiscales y tributarias se corresponde con una autonomía material suficiente para ejecutarlas, especialmente cuando la disponibilidad de recursos y las obligaciones previamente asumidas reducen las alternativas de decisión estatal.
Esta problemática exige diferenciar la soberanía fiscal, la autonomía tributaria y la dependencia financiera, categorías relacionadas pero conceptualmente distintas. La existencia de competencias constitucionales para crear tributos, establecer prioridades de gasto o recurrir al endeudamiento no garantiza que puedan ejercerse con igual grado de libertad en cualquier contexto económico. Los límites a la decisión fiscal pueden provenir tanto del orden constitucional como de condiciones materiales que restringen o encarecen determinadas opciones sin eliminar formalmente las competencias estatales. Esta distinción permite superar una comprensión de la soberanía fundada exclusivamente en la existencia de atribuciones normativas.
En este marco, analizar la soberanía fiscal en el Ecuador permite examinar cómo el constitucionalismo contemporáneo articula la autonomía estatal con relaciones económicas y financieras de creciente interdependencia. La relación entre potestad tributaria, endeudamiento y capacidad efectiva de decisión permite determinar hasta qué punto la soberanía conserva un contenido material propio y en qué medida su ejercicio se encuentra condicionado por factores externos. Desde esta perspectiva, la soberanía fiscal puede concebirse no como ausencia absoluta de restricciones, sino como la preservación de un margen sustancial de decisión dentro de estructuras jurídicas y económicas complejas.
2. Objetivos
[bookmark: _Hlk225931405]El presente capítulo tiene como objetivo general analizar las tensiones entre soberanía fiscal, autonomía tributaria y dependencia financiera en el Ecuador, desde una perspectiva jurídico-constitucional, a fin de determinar el alcance real de la capacidad estatal de decisión fiscal en contextos de interdependencia económica.
Como objetivos específicos, se plantean los siguientes:
Analizar la soberanía fiscal y la autonomía tributaria como categorías diferenciadas dentro del constitucionalismo contemporáneo y del ordenamiento constitucional ecuatoriano, identificando su alcance jurídico y sus principales límites.
Examinar la incidencia del endeudamiento público, el financiamiento externo y la interdependencia económica sobre la capacidad estatal de adoptar decisiones fiscales y tributarias.
Determinar en qué medida la dependencia financiera condiciona materialmente el ejercicio de la soberanía fiscal en el Ecuador, sin eliminar la titularidad jurídica de las competencias estatales en materia tributaria y financiera.
Proponer una comprensión de la soberanía fiscal contemporánea que permita distinguir entre su dimensión formal, su capacidad material de ejercicio y los condicionamientos derivados de las relaciones económicas y financieras externas.
3. Metodología
[bookmark: _Hlk225931472]La investigación se desarrolla desde un enfoque cualitativo, orientado a interpretar las relaciones entre soberanía fiscal, autonomía tributaria y dependencia financiera en el contexto constitucional ecuatoriano. Este enfoque permite examinar tanto la configuración jurídica de las competencias fiscales como los condicionamientos económicos que inciden sobre su ejercicio efectivo.
Desde la perspectiva metodológica del derecho, el estudio se inscribe en una investigación jurídica de carácter doctrinal. Hutchinson y Duncan (2012) señalan que este tipo de investigación se orienta al examen sistemático de las fuentes jurídicas y a la construcción de respuestas mediante su interpretación y articulación. En este caso, permite analizar el contenido constitucional de la soberanía fiscal y contrastarlo con las condiciones materiales bajo las cuales se ejerce.
Las fuentes utilizadas son de carácter doctrinal, normativo y técnico-financiero e incluyen estudios sobre soberanía, potestad tributaria, finanzas públicas y endeudamiento; disposiciones de la Constitución ecuatoriana relacionadas con el régimen tributario, la política fiscal, el presupuesto y la deuda pública; así como documentos oficiales y financieros pertinentes.
La técnica empleada corresponde al análisis documental cualitativo, entendido como un procedimiento sistemático de revisión e interpretación de documentos (Bowen, 2009). Mediante esta técnica se examinan las categorías de soberanía fiscal, autonomía tributaria, dependencia financiera, límites jurídicos y condicionamientos materiales. Finalmente, se recurre a la triangulación entre fuentes doctrinales, normativas y técnico-financieras, con el fin de contrastar la configuración jurídica de las potestades fiscales con las condiciones materiales de su ejercicio.
Principio del formulario
Final del formulario
4. resultados
[bookmark: _Hlk225931541]4.1. Soberanía fiscal y autonomía tributaria en el Estado constitucional
La soberanía fiscal dentro del Estado constitucional no puede comprenderse únicamente desde la existencia formal de potestades para establecer tributos, administrar ingresos y decidir sobre los recursos públicos, sino también desde el margen efectivo para ejercerlas. En este sentido, articula poder jurídico y capacidad material de decisión, y debe diferenciarse de la autonomía tributaria, referida específicamente a la facultad estatal para estructurar y aplicar su sistema impositivo. Esta distinción permite advertir que un Estado puede conservar sus competencias tributarias en el plano normativo y, al mismo tiempo, enfrentar restricciones que reduzcan las alternativas disponibles para conducir su política fiscal.
4.1.1. La soberanía fiscal como manifestación contemporánea de la soberanía estatal
La facultad de recaudar recursos ha estado históricamente vinculada con la existencia misma del Estado, pues la autonomía política requiere capacidad para financiar instituciones y políticas públicas. Sin embargo, en el constitucionalismo contemporáneo la soberanía fiscal no se limita al poder de exigir contribuciones, sino que comprende también la posibilidad de definir prioridades económicas y ejercerlas dentro de un margen efectivo de decisión.
Dagan (2024) propone comprender la soberanía tributaria sustantiva como la capacidad de una comunidad política para diseñar su sistema fiscal de forma compatible con su autodeterminación colectiva. La soberanía no reside únicamente en imponer tributos, sino en estructurar un sistema capaz de financiar bienes públicos, promover objetivos distributivos y sostener las instituciones. Esta concepción permite distinguir entre poder tributario y soberanía fiscal: un Estado puede conservar la competencia jurídica para crear o modificar tributos y, sin embargo, ver reducido su contenido sustantivo cuando las condiciones económicas limitan las alternativas disponibles.
Desde esta perspectiva, la soberanía fiscal no debería evaluarse únicamente por la ausencia de sustitución formal de la voluntad estatal. También puede existir una reducción material del espacio soberano cuando opciones constitucionalmente posibles dejan de ser efectivamente viables debido a restricciones económicas o financieras. La diferencia entre competencia jurídicamente atribuida y capacidad material de decisión permite entender la soberanía como una cualidad graduable, cuyo contenido depende del margen que conserva el Estado para transformar sus preferencias políticas en decisiones fiscales ejecutables.
Dietsch (2011) cuestiona una concepción de soberanía basada exclusivamente en independencia fiscal y advierte que la interdependencia entre sistemas tributarios modifica las condiciones en las que los Estados ejercen sus competencias. Su planteamiento demuestra que cooperación e interacción internacional no equivalen necesariamente a renuncia de soberanía; incluso pueden contribuir a preservar capacidades estatales frente a fenómenos que no pueden controlarse de manera aislada. Por ello, autonomía no debe confundirse con aislamiento, siempre que el Estado conserve una participación relevante en la definición de las reglas y en la protección de sus objetivos fiscales.
A partir de ello, la soberanía fiscal contemporánea puede entenderse desde una doble dimensión: formal, vinculada con el reconocimiento jurídico de competencias para obtener, administrar y asignar recursos; y sustantiva, referida a la posibilidad real de convertir esas competencias en decisiones efectivas. El debilitamiento de esta última no implica necesariamente la desaparición de la soberanía, pero sí una reducción de su contenido material.
En consecuencia, la soberanía fiscal constituye una manifestación de la soberanía estatal cuyo alcance no se agota en la titularidad de potestades tributarias. Su análisis exige considerar también la capacidad real de financiar las funciones públicas y escoger entre alternativas fiscales, distinción que resulta esencial para examinar posteriormente el caso ecuatoriano.
4.1.2. Autonomía tributaria y potestad fiscal en el constitucionalismo ecuatoriano
La autonomía tributaria constituye una dimensión específica de la soberanía fiscal, pues expresa la capacidad jurídica del Estado para estructurar los mecanismos de obtención de recursos. En Ecuador, esta potestad se encuentra sometida a principios constitucionales, procedimientos legislativos y finalidades públicas, y forma parte de un marco fiscal más amplio que comprende gasto, sostenibilidad financiera y endeudamiento.
La Constitución de la República del Ecuador establece que el régimen tributario se rige por los principios de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria, y dispone que la política tributaria debe promover la redistribución y estimular el empleo, la producción y determinadas conductas responsables (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 300). Asimismo, el artículo 301 atribuye a la Función Ejecutiva la iniciativa y al legislador la aprobación de la creación, modificación, exoneración o extinción de impuestos. Estas normas muestran que la potestad tributaria no se limita a recaudar, sino que se encuentra orientada por objetivos económicos y sociales. (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 301).
De este diseño se desprende que la autonomía tributaria ecuatoriana es una autonomía jurídicamente estructurada. Los límites derivados de la Constitución no constituyen una disminución externa de soberanía, sino la forma en que el propio orden constitucional organiza su ejercicio. Esta consideración permite distinguir entre autolimitación constitucional, derivada del pacto constitucional, y condicionamiento financiero externo, producido cuando factores económicos o compromisos financieros restringen materialmente las opciones disponibles.
La regulación de la política fiscal refuerza esta diferenciación. El artículo 285 establece objetivos vinculados con el financiamiento de servicios, inversión y bienes públicos, redistribución e incentivos para la producción; mientras que el artículo 286 exige que las finanzas públicas se conduzcan de manera sostenible, responsable y transparente (Constitución de la República del Ecuador, 2008, arts. 285–286). La autonomía tributaria se inserta, por tanto, en una política fiscal que debe compatibilizar suficiencia de recursos, redistribución y sostenibilidad.
La soberanía fiscal posee, además, un alcance mayor que la potestad tributaria. El artículo 289 dispone que la contratación de deuda pública debe sujetarse a la planificación, al presupuesto y a mecanismos institucionales de autorización y control (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 289). Esto confirma que las decisiones sobre financiamiento forman parte del ámbito fiscal estatal y están sometidas a reglas de responsabilidad.
En consecuencia, la autonomía tributaria debe entenderse como una competencia constitucional específica integrada dentro de una soberanía fiscal más amplia, que comprende también gasto, presupuesto y financiamiento. Esta distinción permite establecer una base jurídica clara: el Estado ecuatoriano conserva formalmente amplias competencias fiscales; el problema radica en determinar hasta qué punto puede ejercerlas con un margen material suficiente frente a necesidades de financiamiento y obligaciones de deuda.
4.2. Dependencia financiera y condicionamientos de la decisión fiscal estatal
El reconocimiento constitucional de potestades fiscales no determina, por sí solo, el grado efectivo de autonomía con que pueden ejercerse. Cuando los ingresos resultan insuficientes y el estado recurre al endeudamiento o al financiamiento externo, la dependencia financiera puede restringir materialmente las alternativas disponibles sin transferir formalmente las competencias fiscales. El problema se desplaza así desde la titularidad jurídica hacia el margen real de decisión, especialmente cuando parte de los recursos futuros se encuentra comprometida o el acceso a nuevas fuentes de financiamiento depende del cumplimiento de determinadas condiciones económicas.
4.2.1. Endeudamiento público, financiamiento externo y capacidad estatal de decisión
El endeudamiento público constituye un instrumento legítimo de política fiscal que permite obtener recursos adicionales para financiar inversiones o atender necesidades extraordinarias. Sin embargo, incorpora una particularidad relevante para la soberanía fiscal: una decisión adoptada en el presente genera obligaciones sobre presupuestos futuros. Por ello, aunque contratar deuda constituye inicialmente un ejercicio de potestad estatal, su servicio puede reducir posteriormente las alternativas fiscales disponibles.
La Constitución ecuatoriana reconoce esta tensión. El artículo 290 dispone que se recurrirá al endeudamiento cuando los ingresos fiscales y los recursos de cooperación internacional resulten insuficientes y exige que la deuda pública no afecte “a la soberanía, los derechos, el buen vivir y la preservación de la naturaleza” (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 290). La norma evidencia que la deuda no constituye una operación financiera neutral, sino una decisión capaz de incidir sobre bienes constitucionalmente protegidos.
De esta previsión se deriva una consecuencia jurídica relevante: la evaluación del endeudamiento no debería limitarse a su legalidad formal o capacidad de pago, sino considerar si las obligaciones asumidas preservan un margen suficiente para que las autoridades futuras continúen definiendo prioridades fiscales. En este sentido, la sostenibilidad de la deuda posee también una dimensión constitucional, pues interesa que el Estado pueda cumplir sus obligaciones sin vaciar de contenido otras responsabilidades previstas por la propia Constitución.
En mayo de 2024, el Fondo Monetario Internacional aprobó para Ecuador un acuerdo de 48 meses bajo el Servicio Ampliado del Fondo por aproximadamente USD 4.000 millones. El programa incluyó objetivos de sostenibilidad fiscal y de la deuda, fortalecimiento de liquidez y reformas estructurales, y vinculó los desembolsos a revisiones periódicas sobre el cumplimiento de criterios y medidas acordadas (Fondo Monetario Internacional [FMI], 2024). En 2026, el organismo informó que la conclusión de la quinta revisión habilitaba un nuevo desembolso, confirmando la relación entre cumplimiento programático y acceso al financiamiento (FMI, 2026).
Esta relación no implica que el financiamiento externo elimine la potestad tributaria del Estado ni transfiera formalmente al acreedor la facultad de legislar en materia fiscal. Las autoridades nacionales conservan sus competencias constitucionales. No obstante, el acceso a recursos puede depender del cumplimiento de metas y compromisos que inciden sobre la continuidad del financiamiento y, con ello, sobre el espacio fiscal disponible.
De esta interacción surge una paradoja central: el endeudamiento puede ser simultáneamente expresión y restricción de la autonomía estatal. Es expresión de autonomía porque el Estado decide recurrir al crédito; pero puede convertirse en restricción porque las obligaciones asumidas comprometen recursos futuros y delimitan decisiones posteriores. La decisión soberana inicial produce así efectos intertemporales que condicionan el margen material de actuación sin suprimir necesariamente la competencia jurídica.
En consecuencia, la dependencia financiera debe analizarse a partir de sus efectos sobre la capacidad efectiva de decisión. El endeudamiento no elimina por sí mismo la soberanía fiscal, pero su acumulación y las condiciones asociadas al financiamiento pueden estrechar el espacio dentro del cual se definen ingresos, gastos y prioridades públicas. La cuestión constitucional consiste en determinar cuándo esos condicionamientos son compatibles con un ejercicio responsable de la autonomía financiera y cuándo alcanzan una intensidad capaz de comprometer su contenido material.
4.2.2. Interdependencia económica y límites materiales de la autonomía fiscal
La capacidad fiscal de un Estado no depende únicamente del endeudamiento o del financiamiento externo. En economías integradas a mercados internacionales, las decisiones tributarias y presupuestarias también se encuentran condicionadas por la movilidad de capitales, el acceso al crédito, las variaciones de los mercados y la estructura monetaria interna. Estos factores no sustituyen jurídicamente a las autoridades nacionales, pero pueden reducir la viabilidad de determinadas alternativas. Por ello, conviene distinguir entre límites jurídicos, que determinan qué puede hacer válidamente el Estado, y límites materiales, que afectan qué decisiones puede ejecutar y sostener efectivamente.
Dietsch (2015) sostiene que la competencia tributaria internacional puede disminuir la capacidad de las comunidades políticas para decidir sobre el tamaño del Estado y el nivel de redistribución, especialmente cuando la movilidad del capital genera incentivos para modificar las políticas fiscales con el propósito de conservar o atraer bases imponibles. Esta perspectiva demuestra que la potestad normativa puede mantenerse intacta mientras las condiciones económicas elevan el costo de ejercer determinadas opciones. La autonomía, por tanto, no desaparece, pero su margen material puede reducirse.
En Ecuador, esta problemática adquiere una dimensión particular por la dolarización. El Fondo Monetario Internacional señala que el país carece de una política monetaria independiente, circunstancia que incrementa la importancia de los instrumentos fiscales frente a perturbaciones macroeconómicas. Asimismo, variaciones en las condiciones monetarias internacionales pueden transmitirse mediante mayores costos de financiamiento, movimientos de capital y efectos sobre los precios de materias primas y socios comerciales (Fondo Monetario Internacional [FMI], 2024).
La dolarización no implica por sí misma pérdida de soberanía fiscal, pero sí limita el repertorio de instrumentos disponibles. Al no contar con herramientas monetarias propias, la política fiscal asume una mayor responsabilidad en la estabilización económica. Esto permite distinguir entre autonomía normativa, referida a la facultad jurídica de adoptar una medida, y capacidad de adaptación fiscal, entendida como la posibilidad real de utilizar distintos instrumentos sin comprometer desproporcionadamente otras obligaciones estatales.
La movilidad internacional del capital agrega otra dimensión a esta tensión. Dietsch (2018) advierte que la competencia entre Estados por atraer capital puede presionar las decisiones fiscales y reducir la autonomía con la que las comunidades políticas definen sus preferencias tributarias y distributivas. La soberanía fiscal se ejerce así dentro de una estructura relacional en la que las políticas adoptadas por unas jurisdicciones repercuten sobre las alternativas de otras.
Esta interdependencia tampoco implica que toda coordinación internacional debilite la autonomía. Dietsch (2011) sostiene que determinadas formas de cooperación fiscal pueden contribuir a preservar la capacidad de los Estados frente a dinámicas económicas transnacionales. La autonomía fiscal no debe identificarse, por tanto, con independencia absoluta, sino con la posibilidad de conservar un espacio significativo de autodeterminación dentro de relaciones de interdependencia.
En consecuencia, los límites materiales de la autonomía fiscal no afectan necesariamente la validez jurídica de una decisión, sino sus posibilidades reales de ejecución. En Ecuador, la dolarización, los costos de financiamiento, la exposición a perturbaciones externas y la movilidad del capital configuran restricciones que pueden estrechar el ejercicio de las competencias fiscales. La soberanía fiscal debe entenderse, entonces, como una capacidad cuyo contenido material puede ampliarse o reducirse según las condiciones en las que el Estado debe ejercerla.
4.3. SOBERANÍA FISCAL CONDICIONADA EN EL CONSTITUCIONALISMO ECUATORIANO
Los resultados expuestos muestran que la soberanía fiscal en el Ecuador no puede explicarse desde una concepción absoluta. Aunque el orden constitucional reconoce competencias en materia tributaria, presupuestaria y de endeudamiento, su ejercicio se desarrolla dentro de condiciones económicas y financieras que reducen el margen real de actuación. Para evitar tanto la idea de que todo condicionamiento implica pérdida de soberanía como la de que esta permanece intacta mientras no exista transferencia formal de competencias, se propone la noción de soberanía fiscal condicionada, entendida como aquella en la que el Estado conserva sus potestades constitucionales, pero las ejerce dentro de restricciones que inciden sobre su capacidad efectiva de decisión.
4.3.1. Entre autonomía normativa y dependencia financiera: una soberanía fiscal condicionada
La relación entre autonomía normativa y dependencia financiera evidencia que la existencia jurídica de una competencia no garantiza un margen equivalente para ejercerla. Ecuador conserva constitucionalmente potestades en materia tributaria, de gasto y endeudamiento, pero factores como el servicio de la deuda, las necesidades de financiamiento, la dolarización y la exposición a condiciones económicas externas pueden reducir las alternativas fiscalmente sostenibles. La soberanía fiscal, por tanto, no desaparece, pero puede experimentar distintos grados de condicionamiento.
Dagan (2024) sostiene que la soberanía tributaria sustantiva no depende únicamente del poder formal de imponer tributos, sino de la capacidad de diseñar un sistema fiscal viable y legítimo que permita sostener bienes públicos, objetivos distributivos y procesos de autodeterminación colectiva. Este enfoque resulta útil para el caso ecuatoriano porque desplaza el análisis desde la titularidad jurídica hacia el contenido efectivo que conserva la competencia cuando determinadas opciones fiscales se encuentran restringidas por condiciones estructurales.
A partir de esta premisa, puede proponerse que la soberanía fiscal presenta tres dimensiones. La formal corresponde al reconocimiento constitucional de competencias sobre tributación, gasto, presupuesto y endeudamiento; la material se refiere a la capacidad efectiva de transformar esas competencias en decisiones financieramente ejecutables; y la relacional atiende a la incidencia de relaciones económicas, crediticias y tributarias externas sobre el margen fiscal estatal. Esta diferenciación permite comprender que un Estado puede conservar plenamente la dimensión formal y, simultáneamente, enfrentar restricciones relevantes en las otras dos.
La dimensión relacional adquiere especial importancia en contextos de interdependencia. Dietsch (2011) cuestiona una concepción de soberanía basada exclusivamente en independencia y no intervención, y sostiene que las relaciones fiscales contemporáneas obligan a considerar también los vínculos existentes entre Estados. La interacción exterior no constituye, por sí misma, una erosión de autonomía, pues la soberanía actual se ejerce dentro de estructuras económicas en las que las decisiones de unas jurisdicciones inciden sobre las posibilidades de otras.
En este sentido, la soberanía fiscal condicionada no equivale a soberanía anulada. Su utilidad consiste en reconocer que las restricciones admiten distintos orígenes e intensidades. Un límite constitucional, una obligación derivada de deuda legítimamente contraída o una presión vinculada con condiciones internacionales de financiamiento no poseen la misma naturaleza, aunque todas puedan incidir sobre la decisión fiscal. Por ello, la existencia de condicionamiento debe valorarse atendiendo a su origen, intensidad y efectos.
Geuens (2024) advierte que la creciente interconexión económica ha transformado las condiciones tradicionales de ejercicio de la soberanía tributaria y exige reconciliar la capacidad fiscal nacional con estructuras de cooperación y gobernanza supranacional. Desde esta perspectiva, el desafío no consiste en recuperar una independencia fiscal absoluta, sino en preservar un margen suficiente para que las decisiones continúen respondiendo al proceso democrático interno y a las finalidades constitucionales.
Aplicada al Ecuador, esta propuesta permite sostener que la dependencia financiera no elimina automáticamente la soberanía fiscal, pero sí obliga a examinar su calidad material. El condicionamiento resulta compatible con el ejercicio soberano mientras el Estado conserve capacidad real para definir prioridades y escoger entre alternativas. El problema surge cuando las restricciones convierten opciones constitucionalmente disponibles en posibilidades meramente teóricas.
En consecuencia, la soberanía fiscal condicionada puede entenderse como aquella situación en la que el Estado conserva la titularidad constitucional de sus competencias fiscales, pero las ejerce dentro de un espacio de decisión determinado por límites jurídicos, restricciones económicas y relaciones financieras externas. Esta categoría permite explicar con mayor precisión la soberanía fiscal contemporánea y valorar posteriormente cuándo el margen de autonomía conservado resulta constitucionalmente suficiente.
4.3.2. Hacia una lectura constitucional de la autonomía fiscal efectiva
La identificación de una soberanía fiscal condicionada plantea una cuestión adicional: determinar qué elementos permiten establecer si el margen de decisión conservado por el Estado continúa siendo suficiente para hablar de una autonomía fiscal efectiva. La respuesta no puede depender únicamente de la existencia formal de competencias ni de indicadores económicos aislados. Desde una perspectiva constitucional, la autonomía fiscal debería ser evaluada atendiendo a la capacidad estatal para adoptar decisiones fiscalmente viables, democráticamente legitimadas y compatibles con las obligaciones que el propio orden constitucional impone. Esto exige pasar de una concepción estática de soberanía, centrada en la titularidad de potestades, a una concepción funcional que examine las condiciones reales de su ejercicio.
Un primer elemento de esta lectura es la preservación de un margen sustancial de decisión pública. Ring (2009) sostiene que las reivindicaciones de soberanía tributaria se encuentran vinculadas con objetivos funcionales y normativos que permiten a los Estados conservar control sobre sus políticas fiscales y responder a preferencias colectivas propias. La autora advierte, además, que la cooperación fiscal no debe analizarse únicamente como una cesión de poder, sino a partir de los intereses democráticos que la soberanía tributaria busca proteger. Esta aproximación permite sostener que la autonomía fiscal efectiva no exige una libertad absoluta, pero sí que las autoridades nacionales dispongan de alternativas reales entre las cuales decidir. Cuando una determinada estructura financiera convierte esas alternativas en posibilidades puramente nominales, la competencia jurídica conserva su forma, pero pierde parte de su capacidad sustantiva.
Esta exigencia adquiere una dimensión particular en el orden constitucional ecuatoriano. Como se señaló anteriormente, los artículos 285 y 286 de la Constitución vinculan la política fiscal con el financiamiento de servicios, inversión y bienes públicos, la redistribución del ingreso y la conducción sostenible y responsable de las finanzas públicas. (Constitución de la República del Ecuador, 2008, arts. 285–286, 290). A ello se suma que el artículo 290 exige expresamente que el endeudamiento público no afecte la soberanía ni otros bienes constitucionalmente protegidos. Estas disposiciones permiten interpretar que la sostenibilidad fiscal no constituye un fin autónomo desligado de los demás mandatos constitucionales, sino una condición para hacer posible su cumplimiento en el tiempo. Por ello, una política fiscal constitucionalmente adecuada no puede evaluarse únicamente por su capacidad para estabilizar cuentas públicas, sino también por la medida en que conserva recursos y opciones suficientes para atender derechos y finalidades estatales.
A partir de esta relación puede formularse un segundo criterio: la sostenibilidad fiscal debe funcionar como garantía de autonomía futura y no como justificación automática de cualquier restricción presente. La disciplina fiscal adquiere legitimidad constitucional cuando contribuye a evitar que las decisiones actuales reduzcan de manera desproporcionada la capacidad de actuación de gobiernos futuros. Sin embargo, utilizar la sostenibilidad como argumento autosuficiente para desplazar otras obligaciones constitucionales produciría el efecto contrario: una herramienta destinada a preservar capacidad fiscal terminaría restringiendo de manera absoluta los fines para los cuales esa capacidad existe. La tensión entre sostenibilidad y satisfacción de derechos no debería resolverse mediante la prevalencia abstracta de una sobre otra, sino mediante una evaluación de proporcionalidad entre las obligaciones financieras asumidas y el espacio que permanece disponible para las prioridades constitucionales.
Un tercer componente es la legitimidad democrática de las decisiones fiscales. La tributación, el gasto y el endeudamiento distribuyen cargas y beneficios entre distintos grupos sociales y entre generaciones, por lo que sus efectos trascienden la administración técnica de recursos. En este sentido, la autonomía fiscal efectiva requiere que las decisiones que comprometen recursos públicos puedan ser conocidas, justificadas y sometidas a control institucional y social. El Fondo Monetario Internacional considera que la transparencia fiscal es esencial para una gestión eficaz y para la rendición de cuentas, pues permite que legisladores, mercados y ciudadanía conozcan la situación de las finanzas públicas y evalúen las decisiones gubernamentales. (s. f.) La transparencia adquiere así relevancia constitucional no porque incremente por sí sola la soberanía, sino porque permite verificar de qué manera se ejerce y quién asume las consecuencias de las decisiones adoptadas.
La transparencia debe acompañarse de responsabilidad institucional. El acceso a financiamiento externo puede requerir compromisos técnicos cuya complejidad dificulte su escrutinio público, pero precisamente por esa razón las decisiones que afectan ingresos, gasto o deuda requieren mecanismos capaces de mantener visible su origen, alcance y efectos. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE, 2017) vincula la transparencia presupuestaria con la rendición de cuentas y con la posibilidad de que gobiernos y parlamentos adopten decisiones mejor informadas sobre el uso de los recursos públicos. De ello se desprende que una autonomía fiscal sustantiva no se protege únicamente frente a presiones externas; también puede debilitarse internamente cuando las decisiones financieras se adoptan sin suficiente deliberación, información o control.
Un cuarto criterio consiste en la preservación de la capacidad intertemporal de decisión. Como se señaló al analizar el endeudamiento, las decisiones fiscales actuales pueden comprometer recursos de periodos posteriores. Esto obliga a considerar la soberanía no solo desde la perspectiva del gobierno que adopta una medida, sino también desde los efectos que dicha medida produce sobre la capacidad futura del Estado. En consecuencia, una decisión puede ser formalmente soberana y, al mismo tiempo, generar una reducción excesiva de la autonomía fiscal posterior. Desde esta perspectiva, la responsabilidad intergeneracional adquiere un significado adicional: evitar que la libertad fiscal presente se ejerza de manera tal que prive a futuros procesos democráticos de un margen razonable para definir sus propias prioridades.
Sobre esta base, puede proponerse que la autonomía fiscal efectiva se valore a partir de cuatro condiciones concurrentes: existencia de competencias constitucionales propias; disponibilidad de un margen material razonable entre alternativas fiscales; sometimiento de las decisiones a legitimidad, transparencia y control democrático; y preservación de una capacidad suficiente de decisión para el futuro. Ninguna de estas condiciones, considerada aisladamente, permite determinar la existencia de soberanía fiscal. Su relevancia aparece en conjunto, porque permiten distinguir entre restricciones compatibles con el ejercicio soberano y condicionamientos capaces de vaciar progresivamente su contenido material.
En consecuencia, el problema constitucional de la dependencia financiera no consiste en eliminar toda influencia externa sobre la política fiscal, objetivo incompatible con la realidad de la interdependencia económica contemporánea. El desafío consiste en impedir que esa influencia alcance una intensidad que transforme la capacidad estatal de decidir en una potestad meramente formal. La autonomía fiscal efectiva puede entenderse, entonces, como la conservación de un espacio constitucionalmente relevante de decisión dentro del cual el Estado pueda financiar sus obligaciones, escoger entre alternativas reales, justificar democráticamente sus opciones y evitar que los compromisos presentes clausuren de manera desproporcionada las decisiones futuras. Esta lectura permite valorar la soberanía fiscal por la calidad y amplitud de la autodeterminación que preserva, y no únicamente por la ausencia de interferencias externas.
5. discusión
El análisis desarrollado evidencia que la tensión entre soberanía fiscal y dependencia financiera no puede resolverse mediante una oposición simple entre autonomía y pérdida de soberanía. El orden constitucional ecuatoriano reconoce al Estado competencias amplias sobre tributación, gasto, presupuesto y endeudamiento; sin embargo, la existencia formal de estas potestades no determina por sí sola la amplitud real con que pueden ejercerse. Los resultados muestran que la autonomía fiscal posee una dimensión material que depende de las condiciones económicas y financieras dentro de las cuales las decisiones públicas deben adoptarse. En consecuencia, la soberanía fiscal contemporánea se configura menos como una facultad absoluta y más como una capacidad de autodeterminación cuyo contenido puede variar según el margen efectivo de actuación disponible.
Esta constatación permite cuestionar una concepción estrictamente formal de la soberanía. Dagan (2024) vincula la soberanía tributaria sustantiva con la capacidad de una comunidad política para diseñar un sistema fiscal que permita materializar sus propios objetivos colectivos. Desde esta perspectiva, mantener jurídicamente la competencia tributaria no resulta suficiente si las condiciones materiales reducen de manera significativa las alternativas entre las cuales el Estado puede decidir. No obstante, tampoco sería correcto interpretar toda restricción económica como una afectación de soberanía. La escasez de recursos, la necesidad de financiamiento y las consecuencias económicas de las decisiones forman parte del entorno ordinario de la política fiscal. El problema aparece cuando tales condicionamientos adquieren una intensidad capaz de convertir opciones jurídicamente disponibles en alternativas prácticamente inaccesibles.
En el caso ecuatoriano, esta discusión adquiere especial relevancia porque la propia Constitución incorpora una relación explícita entre endeudamiento y soberanía. El artículo 290 exige que la deuda pública no afecte la soberanía, los derechos, el buen vivir ni la preservación de la naturaleza El artículo 290 exige que la deuda pública no afecte la soberanía, los derechos, el buen vivir ni la preservación de la naturaleza (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 290). Esta previsión permite sostener que el análisis constitucional del endeudamiento no debería agotarse en verificar su legalidad o sostenibilidad financiera. También debe examinarse su incidencia sobre la capacidad futura del Estado para cumplir otras obligaciones constitucionales y conservar un margen razonable de decisión fiscal.
Los resultados también permiten matizar la relación entre interdependencia y autonomía. Dietsch (2011) advierte que la cooperación internacional no necesariamente debilita la soberanía fiscal y que, en determinados escenarios, puede contribuir a recuperar capacidades que la interacción económica transnacional había reducido. De este modo, el problema no radica en la existencia de relaciones financieras o tributarias internacionales, sino en las condiciones bajo las cuales el Estado participa en ellas y en la capacidad que conserva para definir sus prioridades. La autonomía fiscal no exige aislamiento, sino una intervención estatal suficientemente significativa en la configuración de las decisiones que afectan su espacio fiscal.
En este punto adquiere utilidad la categoría de soberanía fiscal condicionada propuesta en este estudio. Su finalidad no es relativizar la soberanía ni presumir que la dependencia financiera implica automáticamente subordinación. La categoría permite distinguir entre la titularidad formal de las competencias, la posibilidad material de ejercerlas y las relaciones externas que inciden sobre ese ejercicio. Esta diferenciación muestra que la soberanía puede conservarse jurídicamente mientras su contenido efectivo experimenta grados variables de restricción.
La discusión conduce, finalmente, a considerar que el parámetro relevante para el constitucionalismo contemporáneo no debería ser la existencia de una independencia fiscal absoluta, sino la preservación de una autonomía fiscal efectiva. Esta exige que el Estado mantenga alternativas reales de decisión, que las obligaciones financieras no desplacen de manera desproporcionada los fines constitucionales, que las decisiones fiscales conserven legitimidad democrática y que los compromisos presentes no clausuren excesivamente la capacidad de decisión futura. Bajo esta lectura, la dependencia financiera resulta constitucionalmente problemática no por su sola existencia, sino cuando reduce el espacio de autodeterminación fiscal hasta convertir las potestades estatales en competencias predominantemente formales.
6. conclusiones 
El análisis desarrollado permite concluir que la soberanía fiscal en el Ecuador no puede ser comprendida únicamente desde la existencia formal de competencias constitucionales en materia tributaria, presupuestaria y financiera. Si bien el ordenamiento jurídico reconoce al Estado amplias facultades para estructurar su política fiscal, el ejercicio efectivo de estas potestades se encuentra condicionado por factores económicos, financieros y estructurales que reducen, en determinados escenarios, el margen real de decisión disponible.
Uno de los principales hallazgos del estudio radica en la necesidad de diferenciar entre soberanía fiscal y autonomía tributaria. La segunda constituye una manifestación específica de la primera, vinculada con la capacidad estatal para crear, modificar y orientar los tributos, mientras que la soberanía fiscal comprende un ámbito más amplio que incluye gasto, presupuesto, endeudamiento y financiamiento. Esta distinción permite evitar interpretaciones reduccionistas que equiparan la capacidad tributaria con la totalidad de la autonomía financiera estatal.
Asimismo, se evidencia que la dependencia financiera no elimina por sí misma la soberanía fiscal. El endeudamiento y el acceso a financiamiento externo constituyen instrumentos legítimos de actuación estatal; sin embargo, pueden generar obligaciones que condicionen decisiones posteriores y estrechen las alternativas fiscales disponibles. En este sentido, la afectación relevante no se produce necesariamente mediante la transferencia formal de competencias, sino a través de restricciones materiales que disminuyen la capacidad efectiva de elección.
A partir de estos resultados, el capítulo propone la categoría de soberanía fiscal condicionada, entendida como aquella situación en la que el Estado conserva jurídicamente sus potestades fiscales, pero las ejerce dentro de un espacio de decisión determinado por límites constitucionales, restricciones económicas y relaciones financieras externas. Esta categoría permite distinguir entre la dimensión formal de la soberanía, su dimensión material y su dimensión relacional, ofreciendo una lectura más adecuada a las condiciones del constitucionalismo contemporáneo.
Finalmente, la autonomía fiscal efectiva debe valorarse no desde la ausencia absoluta de restricciones, sino desde la preservación de un margen sustancial de autodeterminación. Ello exige que el Estado conserve alternativas reales de decisión, capacidad para cumplir sus fines constitucionales, legitimidad democrática en la adopción de medidas fiscales y posibilidades suficientes para no comprometer desproporcionadamente su capacidad futura. Desde esta perspectiva, el desafío no consiste en eliminar la interdependencia económica, sino en asegurar que esta no vacíe de contenido material las competencias fiscales reconocidas por la Constitución.
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